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1. Noción
Aprobación es un término genérico, que se-
ñala la manifestación del asentimiento por
parte de un sujeto frente al acto de otro, con
el efecto de hacerlo capaz de alcanzar sus fines
específicos. En el contexto del derecho admi-
nistrativo, la aprobación supone una relación
de subordinación jerárquica entre departa-
mentos del mismo organismo administrativo
o entre la autoridad administrativa y un ente
público a ella subordinado, y representa un
instrumento de control por parte del órgano
superior sobre la actividad desempeñada por
otro inferior. En sentido específico, la aproba-
ción consiste en un procedimiento por el cual
el superior jerárquico declara su conformidad
con el contenido del acto del inferior, después
de haber comprobado su legitimidad y conve-
niencia administrativa. Se trata, por tanto, de
una apreciación discrecional, puesto que juzga
no sólo la conformidad con el derecho, sino
que también se extiende a examinar el mérito,
es decir, la oportunidad de cuanto se ha dis-
puesto y la idoneidad para conseguir los obje-
tivos previstos por el acto.
La aprobación no debe confundirse con el
acto aprobado, ni constituye con él un acto
complejo, sino que se trata de una disposición
distinta, que tiene lugar cuando el acto ya es
perfecto, para consolidar su eficacia y hacerlo
exigible. La aprobación se incluye, por tanto,
entre las disposiciones extensivas, dirigidas a
aumentar la esfera jurídica de los actos en
cuestión, y más específicamente entre las dis-
posiciones permisivas, que condicionan el
ejercicio de derechos o poderes preexistentes.
La concesión de la aprobación constituye, en
efecto, un requisito indispensable para que el
acto del inferior pueda conseguir plenamente
su eficacia y, al contrario, si no se concede, el
acto mismo carece de efectos.
Respecto a las restantes disposiciones per-
misivas, la aprobación presenta algunos ras-
gos típicos. Se distingue, ante todo, de la auto-
rización, porque esta última representa una
forma de control previo, que antecede a la for-
mación del acto, mientras que la aprobación,
de ordinario aunque no necesariamente, sigue
a un acto ya formado. Además, la autoriza-
ción puede tener como objeto tanto activida-
des materiales como jurídicas, a diferencia de
la aprobación, que solo se refiere a actos jurí-
dicos. Finalmente, la autorización constituye
un presupuesto no solo de eficacia, sino tam-
bién de legitimidad en el ejercicio del poder,
a diferencia de la aprobación, que condiciona
exclusivamente la eficacia del acto.
La aprobación difiere también del reconoci-
miento de legitimidad, ya que éste es un acto
de reconocimiento, para averiguar la mera
conformidad objetiva con el derecho, mientras
que la aprobación es una medida discrecional,
mediante la cual el superior valora también la
oportunidad de la decisión y expresa su
aquiescencia con el acto del inferior.
2. La aprobación en el derecho canónico
Para designar a la aprobación administra-
tiva, en el sentido que se ha precisado en el
apartado anterior, en derecho canónico se
acude a dos términos equivalentes: confirmatio
y approbatio. El primero se remonta a la tradi-
ción canónica clásica; el segundo es de uso
más reciente. Algunos autores consideran que
se trata de dos instituciones distintas, y afir-
man que la approbatio es un juicio según dere-
cho, mientras que la confirmatio es un mandato
de retener como firme un acto (AMANIEU 634;
LEGA-BARTOCCETTI 415); es decir, estos autores
consideran que la approbatio es ajena a la rela-
ción de subordinación jerárquica, exigida por
la confirmatio (FEDELE 1961, 861). En realidad,
se comprueba que las dos expresiones no tie-
nen un significado unívoco y predeterminado,
sino que se han empleado siempre de modo
polivalente, para denominar actos de natura-
leza jurídica diferentes, dados por autoridades
distintas y en el contexto de funciones de go-
bierno también distintas. Sin embargo, con el
significado de aprobación administrativa, am-
bos términos se usan indistintamente como si-
nónimos (DE LUCA 14-15).
La confirmatio, en primer lugar, tiene el sen-
tido genérico de corroboratio, ya que su fin es
ratificar y hacer más firme el acto del inferior.
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Sin embargo, adquiere también un sentido
distinto dependiendo de la autoridad que la
emite, del objeto de confirmación (sentencias,
decisiones con fuerza de ley, procedimientos
singulares, actos paritarios, etc.), de la natura-
leza y los efectos de la intervención del supe-
rior. Por lo que se refiere a este último aspecto,
la tradición distingue entre confirmatio essentia-
lis y confirmatio accidentalis: la primera es nece-
saria para que el acto del inferior sea perfecto
o eficaz; la segunda, en cambio, no es indis-
pensable para que la sustancia o la operativi-
dad del acto resulte completa, pero puede re-
querirse libremente por los interesados o
puede ser otorgada espontáneamente por el
superior ad maiorem auctoritatem.
Entre las múltiples aplicaciones de la con-
firmatio essentialis, se encuentra la figura de la
aprobación administrativa, que se verifica
cuando la intervención del superior es poste-
rior a la formación del acto, como instrumento
de control sobre un procedimiento ya perfecto
y válido en sí mismo, pero que carece todavía
de eficacia. La confirmatio está precisamente
destinada a valorar la legitimidad y la oportu-
nidad del acto, con el fin de permitirle que
despliegue plenamente todos sus efectos. Una
figura de esta naturaleza se regula en el c. 179,
en relación con la provisión de un oficio, como
elemento integrante de la elección. Antes de
la confirmación, la persona elegida no accede
pleno iure al oficio, sino que adquiere sólo el
derecho a obtenerlo (ius ad rem), que le habilita
a requerir personalmente la confirmación de
su elección a la autoridad competente (c. 179
§ 1). Esta última concede la confirmación des-
pués de haber comprobado la idoneidad del
elegido y la regularidad del proceso de elec-
ción (c. 179 § 2). No se trata, por tanto, de un
acto discrecional que el superior puede conce-
der o negar de modo autónomo, sino de un
acto debido, que no puede rechazarse si con-
curren los requisitos establecidos (ARRIETA
188). Las mismas características reúne el pro-
cedimiento de confirmación previsto por el c.
700 para dar eficacia al decreto de expulsión
de los religiosos.
Otras aplicaciones del término confirmatio
tienen un significado distinto del de aproba-
ción administrativa, como la renovación de un
acto cuyo plazo ha vencido, o la prórroga de
la titularidad de un oficio eclesiástico (cf c.
1420 § 5), o la repetición de un acto anterior
de la misma autoridad u otra que haya sido
revestida en sede contenciosa de los mismos
poderes (cf cc. 1736 § 3 y 1739) (en este sentido
se corresponde con la institución de la con-
firmación en los ordenamientos estatales). Por
otra parte, la aprobación administrativa se
debe considerar distinta de la confirmación de
una sentencia judicial (cc. 1639 § 1, 1682 § 2,
1684 § 1) y de la recognitio de las disposiciones
normativas generales (cc. 446 y 455 § 2).
Pero el término que se emplea actualmente
con más frecuencia para referirse a la aproba-
ción administrativa es el de approbatio (véase
la enumeración de los cánones citados más
abajo). De todos modos, este término hace re-
ferencia a diferentes acepciones en relación
con actos y autoridades de naturaleza distinta.
No hay que confundir, por ejemplo, la medida
administrativa de la que estamos tratando con
la aprobación otorgada en un plano de igual-
dad por todos aquellos que participan en la
formación de un acto colegial (c. 119, 3º), ni
con la aprobación de la costumbre por el legis-
lador (c. 23).
La aprobación del Romano Pontífice ha reci-
bido históricamente un valor del todo particu-
lar, como expresión de la plenitudo potestatis de
la Sede Suprema. Esta sanción de los actos de
los órganos inferiores recibe el nombre tanto
de confirmatio (c. 1683 CIC 1917, c. 1405 § 2
CIC 1983), como –y cada vez con más frecuen-
cia sobre todo en la legislación especial sobre
la curia romana– de approbatio (art. 18 PB, arts.
125-127 Regolamento generale della curia romana
). La confirmación puede ser otorgada in forma
communi o in forma specifica seu ex certa scientia.
La aprobación in forma communi confiere al
acto una mayor firmeza, pero no modifica su
estado y efectos, sino que presupone que éste
es ya perfecto y válido por sí mismo. La apro-
bación in forma specifica, en cambio, modifica
el valor de la medida adoptada, por cuanto
que la convierte en un acto propio del Ro-
mano Pontífice, con el efecto de sanación de
los posibles vicios del documento originario,
y de sustraerlo de cualquier impugnación ante
una autoridad inferior a la Sede Suprema, a
no ser que el mismo vicario de Cristo haya
concedido un mandato expreso (la llamada
aperitio oris) (cc. 1404 y 1405 § 2).
3. Tipología de las aprobaciones previstas
por la legislación canónica
La aprobación administrativa, con el signi-
ficado de apreciación discrecional del superior
jerárquico que condiciona la eficacia del acto,
es requerida por diversas normas bajo el nom-
bre indistintamente de approbatio o confirmatio,
para diversas actividades de parte de autori-
dades distintas.
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Se requiere la aprobación del Romano Pontí-
fice: en relación con el colegio episcopal (para
proponer nuevas cuestiones que han de tra-
tarse en el concilio ecuménico [c. 338 § 2]; para
conferir fuerza obligatoria a los decretos apro-
bados por el concilio [c. 341 § 1] y a otros de-
cretos del colegio [c. 341 § 2]); en cuanto al
colegio de los cardenales (para la opción he-
cha por un cardenal en el consistorio de acce-
der a otro título o a otra diaconía [c. 350 § 5];
para la elección del decano [c. 352 § 2]); en
relación con la organización eclesiástica (para
la elección de obispos [c. 377 § 1]; para la elec-
ción de la sede episcopal metropolitana [c.
435]); en relación con la actividad de los dicas-
terios de la curia romana (para las decisiones
de mayor importancia [art. 18 PB]).
Se requiere la aprobación de la Sede Apostó-
lica: sobre las disposiciones que son compe-
tencia de las conferencias episcopales (nueva
reglamentación de los beneficios todavía exis-
tentes [c. 1272]; catecismos [c. 775 § 2]; supre-
sión o traslado al domingo de las fiestas de
precepto [c. 1246 § 2]; elección del presidente
[c. 441, 3º]; regulación de la formación sacer-
dotal [c. 242 § 1]); en relación con la disciplina
de la vida consagrada (institutos de derecho
pontificio y sus constituciones [cc. 589 y 587 §
2]; nuevas formas de vida consagrada [c. 605];
estatutos de las conferencias de superiores
mayores [c. 709]); respecto a las reuniones de
obispos (para la celebración del concilio ple-
nario [c. 439 § 1] y del concilio provincial [c.
439 § 2]); para la constitución de instituciones
eclesiásticas (santuario internacional con sus
estatutos [cc. 1231 y 1232 § 1]; seminario inter-
diocesano [c. 237 § 2]; tribunales interdiocesa-
nos de primera y segunda instancia [cc. 1423
§ 1; 1439 §§ 1-2; 1445 § 3, 3º]; tribunal de apela-
ción del metropolita [c. 1438, 2º]; universida-
des y facultades eclesiásticas con sus estatutos
y ordenamientos [c. 816 §§ 1-2]); en relación
con la causa para la visita canónica del metro-
polita en las diócesis sufragáneas (c. 436 § 1,
2º); para la publicación de libros de la Sagrada
Escritura (como alternativa a la aprobación
por parte de la conferencia episcopal [c. 825 §
1]); para la fórmula de la profesión de fe (c.
833); para las tasas eclesiásticas (c. 1264, 1º);
para la expulsión de los religiosos de los insti-
tutos de derecho pontificio (c. 700).
Se exige la aprobación de la conferencia epis-
copal: para la erección de santuarios naciona-
les y sus estatutos (cc. 1231 y 1232 § 1); para
los estatutos de asociaciones públicas naciona-
les (c. 314) y de asociaciones privadas (c. 322 §
2); para la publicación de libros de la Sagrada
Escritura (c. 825 § 1).
Se exige la aprobación del obispo diocesano:
en relación con la organización eclesiástica
(para el reglamento del seminario diocesano
[c. 243]; para los estatutos de las asociaciones
públicas diocesanas [cc. 314 y 312 § 1, 3º] y de
las asociaciones privadas diocesanas [c. 322 §
2 y 312 § 1, 3º]; para los estatutos del consejo
presbiteral [c. 496]; para los estatutos del capí-
tulo catedral o colegial y su presidente [cc. 505
y 509 § 1]; para las constituciones de los insti-
tutos de vida consagrada de derecho dioce-
sano [cc. 587 § 2 y 595 § 1]); por lo que se
refiere a la provisión de oficios (de párroco [cc.
523 y 525, 1º]; de rector de una iglesia [c. 557
§ 1]; de auditor en el tribunal diocesano [c.
1428 §§ 1-2]); para la habilitación de procura-
dores y abogados (c. 1483); para el indulto de
secularización (c. 688 § 2) o la expulsión de los
religiosos de los institutos diocesanos (c. 700).
Se exige la aprobación del ordinario del lugar:
para los profesores de religión en las escuelas
(c. 805); para la publicación de catecismos o
de otros libros (cc. 824, 827, 829); para el con-
sejero espiritual de las asociaciones privadas
(c. 324) y para los confesores en los institutos
religiosos femeninos o laicales (c. 630 § 3).
Es necesaria la aprobación del ordinario:
para la indicación del lugar seguro donde de-
positar la dote de la fundación pía (c. 1305).
Es necesaria la aprobación del superior ma-
yor de los institutos religiosos: para la elección
de los superiores (c. 625 § 3).
Se exige la aprobación de la competente auto-
ridad eclesiástica: por lo que se refiere a la pro-
visión de los oficios eclesiásticos por elección
o postulación (cc. 147, 165, 166 § 2, 179, 182 §
1); en cuanto a la organización eclesiástica
(para los estatutos de las personas jurídicas
[c. 117]; para los estatutos de las asociaciones
públicas y sus moderadores [cc. 314 y 317 §§
1-2]; para los estatutos de las asociaciones pri-
vadas [c. 322]; para las formas estables de vida
consagrada [c. 576]); en relación con la publi-
cación de libros de texto para la enseñanza de
las materias eclesiásticas (c. 827 § 2).
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1. La teoría romano-canónica de la
costumbre
El c. 23 del CIC de 1983 establece que ad-
quiere fuerza de ley sólo la costumbre que
haya sido aprobada por el legislador de
acuerdo a los cánones sucesivos; de manera
no muy diferente del CIC de 1917, que reque-
ría el consensus competentis superioris ecclesias-
tici, la actual disciplina nada dice, sin em-
bargo, acerca de las modalidades a través de
las que se puede realizar la aprobación so-
licitada.
La reflexión canónica sobre el tema de la
costumbre siempre se ha esforzado en confi-
gurar, en un marco de coherencia lógica, la
naturaleza jerárquica de la societas fidelium y el
papel que compete en ella a los pastores de la
Iglesia con la presencia constante de la fuente
consuetudinaria en el sistema de producción
normativa canónica, donde ésta siempre ha te-
nido una eficacia aún mayor que en los orde-
namientos seculares, llegando a la posibilidad
de abrogar la ley.
Sobre la base de la reflexión romana, que
tuvo como principales fuentes de referencia
una constitución de Constantino (Codex Justi-
nianus 8.52.2) y un pasaje de Juliano referido
en el Digesto (Digesto 1.3.32), ha sido elabo-
rada por los decretistas y los decretalistas la
llamada «teoría romano-canónica» de la cos-
tumbre, según la cual los usos de la comuni-
dad constituyen el mero «elemento material»
de la costumbre, la cual necesita, para produ-
cir derecho, del elemento «formal», consti-
tuido por el consentimiento del legislador.
Esta teoría, partiendo de algunas fuentes
que figuran en el Decreto de Graciano (véase
especialmente D.2 c.4 y D.12 cc.3-14), y sobre
todo del título IV del libro I de las Decretales
de Gregorio IX, que contiene la disposición
normativa fundamental de la costumbre, a sa-
ber, la decretal Quum tanto (X 1.4.11), ha per-
manecido prácticamente sin modificación in-
cluso después de la promulgación del Código
pío-benedictino, que había reservado a la dis-
ciplina de la costumbre el título II del libro I
(cc. 25-30), donde se afirmaba que la costum-
bre obtiene fuerza de ley únicamente (c. 25) por
consentimiento del legislador. Tras el Concilio
Vaticano II, sin embargo, parte de la canonís-
tica comenzó a criticar la teoría tradicional,
tratando de establecer la efectividad nomoge-
nética de la costumbre en razones eclesiológi-
cas, es decir, sobre la participación directa de
todo el Pueblo de Dios en los munera Christi,
en particular, en la corresponsabilidad de los
bautizados sobre el regimen Ecclesiae, o bien
sobre su sensus fidei, reservando al legislador
un papel de mera constatación de una norma-
tividad que la costumbre tendría ex se.
2. El problema del fundamento de la costum-
bre canónica
La calificación de la comunidad como «le-
gislador exclusivo» de la norma consuetudi-
naria (BONNET 2003, 97) parece difícil de conci-
liar con la disposición normativa del CIC de
1983, que sólo reconoce capacidad nomogené-
tica a la costumbre que ha sido aprobada por el
legislador; además, la misma asignación a la
jerarquía de una función de determinación
«insustituible» de la rationabilitas, es decir, de
la congruencia con el derecho divino de los
comportamientos de la comunidad que pro-
ducen la norma (BONNET 2003, 76-77, 97-98),
aunque inspirada por el afán de desarrollar la
costumbre en el sistema de las fuentes canóni-
cas, paradójicamente puede limitar su posibi-
lidad de realización concreta. Según esta pers-
pectiva, en efecto, sería necesario que la
autoridad conociese directamente el compor-
tamiento comunitario, y que complementase
caso por caso con una aprobación especial la
aprobación formulada anticipadamente por el
legislador universal para todas las costum-
bres, universales o particulares, que tuvieran
